
Hispania, Antioquia, julio 27 de 2021 
 
 
Señores 
Honorables Magistrados  
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE ANTIOQUIA 
Medellín- Antioquia 
 
 

Referencia:              ACCION DE TUTELA. 

 

Accionadas:     -COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL -CNSC 

- FUNDACIÓN UNIVERSITARIA DEL ÁREA ANDINA 

 

Accionante:  LEIDY MARIANA RESTREPO ORTIZ 

 

Derechos a tutelar: CONFIANZA LEGÍTIMA- DEBIDO PROCESO -IGUALDAD- 

TRABAJO y EJERCER CARGOS PÚBLICOS 

 
 

LEIDY MARIANA RESTREPO ORTIZ,  civilmente capaz, con domicilio y residencia 
en el Municipio de Hispania, Antioquia identificada como aparece al pie de mi firma, 
respetuosamente acudo ante su Despacho Constitucional, con fundamento en el 
artículo 86 de la Constitución Política de Colombia y Decreto reglamentario 2591 de 
1991, a fin de presentar Acción de Tutela  con el objeto que judicialmente se me 
conceda la protección del derecho fundamental a la CONFIANZA LEGÍTIMA- 
DEBIDO PROCESO - IGUALDAD- TRABAJO y EJERCER CARGOS PÚBLICOS 
que considero vulnerados por la COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL- 
CNSC   y la  FUNDACION UNIVERSITARIA DEL AREA ANDINA. 
 

1.-. DESIGNACIÓN DE PARTES Y SUS REPRESENTANTES 

 

TUTELANTE:  Es la suscrita LEIDY MARIANA RESTREPO ORTIZ, de filiación civil 

ya inserta. 

 

ENTIDADES TUTELADAS:   

 

Es la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL, entidad de derecho público 

del Orden Nacional representada por su presidente, cargo que actualmente ocupa 

el doctor JORGE ALIRIO ORTEGA CERÓN, o quien haga sus veces al momento 

de surtirse la comunicación de la Acción de Tutela.  

 

Es la FUNDACIÓN UNIVERSITARIA DEL ÁREA ANDINA, representada por su 

Rector Nacional, cargo que actualmente ocupa el doctor JOSÉ LEONARDO 

VALENCIA MOLANO, o quien haga sus veces al momento de surtirse la 

comunicación de la acción de tutela. 

 

2.-. HECHOS 

 
PRIMERO:  La COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL,  suscribió el contrató  
No. 648 de 2019, con la FUNDACIÓN UNIVERSITARIA DEL ÁREA ANDINA,  para 
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realizar el desarrollo de proceso de selección  concurso de méritos según 
Convocatorias 990  a 1131, 1135,1136, 1306 a 1332 de 2019 -Territorial 2019.  
 
SEGUNDO: Me inscribí al concurso del SIMO, Convocatoria oferta empleos 
Hispania, Antioquia, denominación del empleo Auxiliar Administrativa, Código 407 
Grado 5, Código OPEC 28142, siendo admitida por cumplir los requisitos mínimos 
exigidos.  
 
En febrero 19 de 2021, recibí citación para aplicación de las pruebas escritas de 
Competencias Básicas Funcionales y Competencias Comportamentales.  
 

TERCERO: En febrero 10 de 2021, al correo notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co 

– atencionalciudadano@cnsc.gov.co, presenté derecho de petición poniendo en 

conocimiento que me encontraba en estado de gestación con 38 semanas y fecha 

probable de parto 05 de marzo de 2021, sin embargo, esta podía variar. 

 

CUARTO: En febrero 20 de 2021, la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL, 

da respuesta a la petición, sin embargo, en ningún momento hace alusión a mi 

situación específica, limitándose solo a protocolos de bioseguridad y medidas 

especiales para personas que presentan algún tipo de comorbilidad en relación con 

la pandemia Covid-19. 

 

QUINTO: La aplicación de las pruebas de Competencias Básicas, Funcionales y 
Comportamentales  se realizaron en febrero 28 de 2021, fecha en la que me hice 
presente a las 06:30 am en el Liceo Salazar y Herrera ubicado en la Calle 42C #86-
17, Bloque 4 Salón 419, de la ciudad de Medellín, a fin de presentar las pruebas 
escritas según la Convocatoria, sin embargo, ese mismo día siendo las 09:46 am 
inicié trabajo de parto y debido a mi ruptura de membrana me fue imposible 
terminar con la Prueba de Competencias Básicas Funcionales, teniendo hasta ese 
momento 70 respuestas desarrolladas,  como también no pude presentar la prueba 
Comportamental, llevándome a la  a dar a luz a mi hija MARÍA CELESTE ALVARÁN  
RESTREPO,   
 

SEXTO: Para mazo 08 de 2021, expuse a través de los correos 
notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co – atencionalciudadano@cnsc.gov.co la 
situación ocurrida el 28 de febrero, adjuntado Historia Clínica y solicitando una 
solución al respecto . 
 
SÉPTIMO: En marzo 18 de 2021, la Comisión Nacional del Servicio Civil procede a 
dar respuesta: 

mailto:notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co
mailto:atencionalciudadano@cnsc.gov.co
mailto:notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co
mailto:atencionalciudadano@cnsc.gov.co
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OCTAVO: En virtud de la  anterior respuesta emitida por la COMISIÓN NACIONAL 

DEL SERVICIO CIVIL, se evidenciaba que no se había tenido en cuenta los hechos 

que me ocurrieron el 28 de febrero, procedo a elevar nuevamente un derecho de 

petición en abril 23 de 2021, solicitando a la CNSC, fundamento del derecho a la 

Igualdad y la equidad toda vez que el motivo por el cual tuve que ausentarme fue 

por caso fortuito lo cual implicaría que debería de ser nuevamente evaluada. 

 

NOVENO: La COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL, comunica al respecto:  

 
DÉCIMO: Para el 02 de mayo presento reclamación por el SIMO, haciendo un relato 
de todos los hechos ocurridos, aportando todas las pruebas. 
 
DÉCIMO PRIMERO: El 30 de junio la FUNDACIÓN UNIVERSITARIA DEL ÁREA 
ANDINA, procede a dar respuesta en el siguiente sentido: 
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DÉCIMO SEGUNDO:  Negarme  la solicitud de acceder a la presentación de la 
prueba escrita de Competencias Básicas, Funcionales y Comportamentales, es una 
clara y manifiesta violación a mis derechos fundamentales invocados  a tutelar,  
puesto que se desconoce la regla de oro de todo concurso de méritos, como es la 
objetividad del mérito e igualdad.   
 
La no terminación de presentación de las citadas pruebas no fue asunto de mi  plena 
voluntad, ni mucho menos arbitrio propio, sino obedece a causas externas  a  mi 
voluntad,  es decir, obedece a un acto de caso fortuito  que desde el punto de vista 
legal es  todo acontecimiento imprevisible o previsible pero inevitable lo que se 
traduce en que es un  eximente de responsabilidad  universalmente reconocido en 
todo tipo de contratos y para el caso en particular podemos hablar de contrato ya 
que pagué $270650, por la inscripción para acceder al concurso de méritos para 
selección de personal, Convocatoria que está regulado por >>ACUERDO No. 
CNSC-20191000001346 DEL 04-03-2019, que conforme lo establece la Ley y  
reiterada jurisprudencia de las Altas Cortes, es >>Ley para las partes<<, y así lo 
reitera la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL,   
 

>>En atención a su solicitud, se precisa que los Acuerdos de cada Proceso de 
Selección, son la norma reguladora de todo concurso y obliga tanto a la entidades 
objeto de la misma, a la CNSC, a la  Universidad o Institución de Educación Superior 

que desarrolle el Concurso, y a los participantes….<<. Ver Oficio 
20212110619601- 03-05-2021. Destacado fuera de texto. 

 
DÉCIMO TERCERO:  Al haberme presentado el 28 de febrero de 2021, a fin de 

absolver las preguntas de las pruebas de competencias de conocimientos y 

comportamentales  y no lograr completar tal cometido  por las razones ya conocidas 
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y presentar la reclamación para presentar nuevamente dichas pruebas y negarme 

la solicitud bajo el argumento: 

 

>>(…) Esto teniendo en cuenta que la condición general de los aspirantes que 

aplican las pruebas prima sobre las situaciones particulares de los participantes que 

son ajenas a la entidad y estás (sic) no pueden interferir en el desarrollo de los 

procesos de selección, en aplicación del principio de prevalencia del interés general 

sobre el particular definido en el artículo 1° de la Constitución Política, actuar 

diferente desconocería no sólo el citado principio, sino también, el derecho a la igual 

de los demás participantes que presentaron en oportunidad la respectiva prueba.<< 

 

Es contradictorio el transcrito fundamento negatorio en virtud que sí se me está 

violentando el derecho al debido proceso  e  igualdad y adicional no se trata que el  

interés general prime sobre el particular porque nunca jamás puede estar estos 

principios por encima del derecho a la vida tanto de la suscrita, como de la mi hija 

MARÍA CELESTE,  que por poco nace en el aula donde se estaba realizando las 

pruebas de conocimientos y comportamentales, máxime que ya había puesto en 

conocimiento mi estado de gravidez a la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO 

CIVIL. 

 

DÉCIMO CUARTO: Adicional a lo anterior las entidades tuteladas está 

desconociendo flagrantemente  el principio del mérito de la objetividad  que 

connota todo concurso de méritos.  

 

 En efecto, es claro, que para el Constituyente de 1991, el principio del 
<<mérito<< que gobierna la carrera administrativa, y por ende, el ingreso a los 
empleos públicos de carrera, se materializa de manera preferente, a través del 
método del concurso público, es decir, a través de un proceso de selección 
para determinar a partir de criterios objetivos previamente reglados, quienes 
cuentan con las mejores calidades para acceder a los cargos públicos de carrera, 
lo que es abiertamente desconocido por las aquí tuteladas, máxime cuando la 
suscrita tutelante, antes de la presentación de las pruebas había puesto en 
conocimiento mi estado de gravidez  próximo al parto, como en efecto ocurrió el 
mismo día de presentación de las pruebas escritas. 
 
En conclusión  las notas características de los concursos públicos de mérito para 
ocupar un empleo público de carrera son una manifestación de los principios que 
gobiernan la función administrativa previstos en el artículo 209 de la 
Constitución Política de Colombia, entre otros, los de objetividad, imparcialidad, 
transparencia y publicidad, y por supuesto, su realización debe respetar los 
derechos de igualdad y debido proceso, así como los principios de buena fe y 
confianza legítima conforme ha reiterado criterio jurisprudencial de la Honorable 
Corte Constitucional, en Sentencias de Unificación y Revisión de Tutelas. 
 

DÉCIMO QUINTO:  Si bien el >>ACUERDO No. CNSC-20191000001346 DEL 04-

03-2019,es la norma reguladora de la Convocatoria al Concurso de Méritos para 

selección de personal, Acuerdo que es Ley para las partes, en la redacción del 

mismo no se aprecia  la incorporación  de la regulación frente a la inasistencia de 

los concursantes que por justa causa no puedan asistir a las distintas pruebas 
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desarrolladas a fin de que se garantice el debido proceso e igualdad de los 

participantes dentro de las Convocatoria adelantada.  

 

DÉCIMO SEXTO:  Desde enero 02 de 2017,  a la fecha, vengo fungiendo como 

Auxiliar Administrativa  en provisionalidad en la Secretaría de Hacienda y Desarrollo 

Económico, del Municipio de Hispania-Antioquia, conforme lo demuestro  con 

constancia anexa. 

  

3.-. DERECHOS VULNERADOS Y CONSIDERACIONES 

 

3.1.-. Acceder a un cargo público 

 

Reiterada  jurisprudencia constitucional ha señalado que el derecho a acceder a un 

cargo público consiste en la prerrogativa que tiene toda persona de presentarse a 

concursar, luego de haber acreditado los requisitos previstos en la respectiva 

convocatoria  y una vez superadas las etapas del concurso a evitar que terceros 

restrinjan dicha opción en garantía al principio del mérito y objetividad del concurso. 

 

El derecho al trabajo en un concurso de méritos se materializa en la persona 

aspirante y supere las etapas de la Convocatoria y forme parte la lista de elegibles 

para que quien ocupe el primer lugar  a quien le asiste el derecho de ser nombrado, 

si bien  puede considerarse meras expectativas estas no se cumplen  al negárseme 

por parte de la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL,  la culminación de la 

presentación de la  prueba  de Competencias Básicas, Funcionales y la 

presentación de la prueba de Competencias Comportamentales, se desconoce este 

derecho fundamental al no poder complementar y terminar  de realizar las pruebas 

escritas.  

 

En efecto, el  derecho de acceso a los cargos públicos previsto en el numeral 7° del 

artículo 40 de nuestra  Constitución Política  al establecer que todo ciudadano tiene 

derecho a participar en la conformación, ejercicio y control del poder político y para 

hacer efectivo este derecho puede acceder al desempeño de funciones y cargos 

públicos, salvo los colombianos, por nacimiento o por adopción, que tengan doble 

nacionalidad. La ley reglamentará esta excepción y determinará los casos a los 

cuales ha de aplicarse.  

 

El derecho de acceder a cargos públicos está ligado a la posibilidad que tiene 

cualquier ciudadano de presentarse a concursar una vez haya cumplido los 

requisitos previstos en la respectiva convocatoria. 

 

 3.2.-. Derecho al trabajo 

 

Igualmente jurisprudencialmente se ha reconocido que el derecho al 

trabajo contiene tres ámbitos: 

 

❖ El de la libertad de escoger profesión u oficio.  
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❖ El de la posibilidad de prestar el servicio contenido en la actividad laboral en 

condiciones no discriminatorias. 

  

❖ El de que su ejercicio implica una función social.  

 

Respecto del derecho al trabajo en relación con el acceso a los cargos públicos, la 

jurisprudencia constitucional ha indicado que dicha garantía se materializa en 

cabeza del ganador del concurso a quien le asiste el derecho a ser nombrado en el 

cargo para el cual concursó, una vez ha superado satisfactoriamente las pruebas 

aplicadas en la convocatoria,  si bien, para el caso en particular no superé todas las 

etapas, mucho menos la eliminatoria de pruebas de conocimientos, fue debido a 

circunstancias ajenas a mi voluntad, no a mala fe, ni mucho menos que no me 

presenté el día de realización de las pruebas, como pretende hacerlo ver las 

entidades aquí tuteladas, en especial la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO 

CIVIL, que ya tenía conocimiento previo de mi situación y me responde con  

aspectos que no fueron expuestos en mi solicitud.. 

 

Es precisamente en este supuesto que el carácter subjetivo del derecho al trabajo 

logra concretarse con certeza a favor de la persona que haya superado las etapas 

del concurso y ocupe el primer lugar en la lista de elegibles,  situación que no ocurrió 

así en consideración que no se me ha permitido culminar, terminar o complementar 

la etapa de conocimientos funcionales y no se me ha permitido presentar la prueba 

comportamental por las razone ya conocidas y que se me niega el derecho a 

terminar y presentar dichas pruebas. 

 

3.3.-.  Debido proceso 

 

El debido proceso está entre el catálogo de  los derechos fundamentales conforme 

lo establece el artículo 29 de la Constitución Política de 1991,  adicional como un 

principio informador de todas las actuaciones que se desplieguen tanto en sede 

administrativa como en sede judicial de imperativo cumplimiento, es decir, es 

forzosa su observancia, so pena que las actuaciones estén en contravía de la norma 

supralegal en aras de garantizar los derechos en toda actuación administrativa, 

como en este evento en particular. 

 

En efecto, la negativa de culminar y presentar las pruebas del concurso de méritos 

conlleva una violación del derecho fundamental al debido proceso consagrado en el 

artículo 29 supralegal, porque la actuación administrativa de la COMISION 

NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL (CNCS) y FUNDACIÓN UNIVERSITARIA DEL 

AREA ANDINA, me impide la posibilidad de seguir en el proceso y acceder como 

potencial aspirante al cargo al cual concursé y en ningún momento se ha de tener 

como no >>presentación del concursante<<,  como pretende dar entender la 

COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL,  ya que fueron razones externas a 

mi voluntad y de las que previamente ya tenía conocimiento la Comisión. 

 

Para ilustración y mejor comprensión de transgresión de los derechos que estimo 

han sido quebrantados por las aquí tuteladas, con el debido respeto me permito 

transcribir el siguiente aparte jurisprudencial que me releva de otro argumento: 
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>>(…) El acto de convocatoria como norma que regula el concurso de méritos  

 

El principio del mérito en el acceso a la función pública se encuentra instituido en el 

artículo 125 superior, a fin de garantizar que en todos los órganos y entidades del 

Estado se vinculen las personas que ostenten las mejores capacidades. Como lo ha 

sostenido la Corte “todos los empleos públicos tienen como objetivo común el mejor 

desempeño de sus funciones para la consecución de los fines del Estado”. Para tal 

efecto, el Legislador cuenta con la autonomía necesaria para determinar los 

requisitos y condiciones del aspirante, sin entrar en contradicción con las normas 

constitucionales. El concurso público ha sido el mecanismo establecido por la Carta 

Política para que en el marco de una actuación imparcial y objetiva, haga prevalecer 

al mérito como el criterio determinante para proveer los distintos cargos en el sector 

público. Su finalidad es que se evalúen las capacidades, la preparación y las 

aptitudes generales y específicas de los distintos aspirantes a un cargo, para de esta 

manera escoger entre ellos al que mejor pueda desempeñarlo, dejando de lado 

cualquier aspecto de orden subjetivo. Dicha actuación debe estar investida con 

todas las ritualidades propias del debido proceso, lo que implica que se convoque 

formalmente mediante acto que contenga tanto de los requisitos exigidos para todos 

los cargos ofertados, como de las reglas específicas de las diversas etapas del 

concurso (la evaluación y la conformación de la lista de elegibles) a las que se verán 

sometidos los aspirantes y la propia entidad estatal. Sobre el particular, este Tribunal 

señaló en la Sentencia SU-913 de 2009 que: (i) Las reglas señaladas para las 

convocatorias son las leyes del concurso y son inmodificables, salvo que ellas sean 

contrarias a la Constitución, la ley o resulten violatorias de los derechos 

fundamentales. (ii) A través de las normas obligatorias del concurso, la 

administración se autovincula y autocontrola, en el sentido de que debe respetarlas 

y que su actividad en cada etapa se encuentra previamente regulada. (iii) Se 

quebranta el derecho al debido proceso y se infringe un perjuicio cuando la entidad 

organizadora del concurso cambia las reglas de juego aplicables y sorprende al 

concursante que se sujetó a ellas de buena fe. Si por factores exógenos aquellas 

varían levemente en alguna de sus etapas, las modificaciones de la convocatoria 

inicial deben ser plenamente conocidas por las partícipes para que de esta forma se 

satisfagan los principios de transparencia y publicidad que deben regir las 

actuaciones de la administración y no se menoscabe la confianza legítima que los 

participantes han depositado en los parámetros fijados para acceder a un cargo de 

carrera administrativa. (iv) Cuando existe una lista de elegibles que surge como 

resultado del agotamiento de las etapas propias del concurso de méritos, la persona 

que ocupa en ella el primer lugar, detenta un derecho adquirido en los términos del 

artículo 58 Superior que no puede ser desconocido. En síntesis, la jurisprudencia 

constitucional ha expresado de manera uniforme y reiterada que los concursos – en 

tanto constituyen actuaciones adelantadas por las autoridades públicas – deberán 

realizarse con estricta sujeción (i)al derecho al debido proceso; (ii) al derecho a la 

igualdad y (iii) al principio de la buena fe. Dicha obligación se traduce, en términos 

generales, en el imperativo que tiene la administración de ceñirse de manera precisa 

a las reglas del concurso ya que aquellas, como bien lo ha sostenido esta 

Corporación, constituyen “ley para las partes” que intervienen en él. La igualdad, la 

equidad y el debido proceso como fundamentos del sistema de carrera 

administrativa. Reiteración de jurisprudencia Sentencia Tutela Radicado 2021-0110-

00 Código: F-ITA-G-02 Versión: 03 26 El sistema de carrera como principio 

constitucional es un verdadero mecanismo de protección de los derechos 

fundamentales, ya que garantiza que el acceso al empleo público se realice en 
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igualdad de oportunidades y de manera imparcial, evitando que fenómenos 

subjetivos de valoración como el clientelismo, el nepotismo o el amiguismo sean los 

que imperen al momento de proveer vacantes en los órganos y entidades del 

Estado. Para esta Corporación, ese sistema es una manifestación del principio de 

igualdad de oportunidades contenido en los artículos 13 y 125 la Carta Política, en 

tanto la selección del personal para el servicio público debe estar orientado para: (i) 

garantizar un tratamiento igualitario para todos los ciudadanos que deseen aspirar 

a ocupar un cargo público, sin distingo alguno por motivos de género, raza, condición 

social, creencia religiosa o militancia política; y (ii) contemplar medidas positivas 

frente a grupos sociales vulnerables o históricamente discriminados en términos de 

acceso a cargos estatales. Resulta vulneratorio del principio de igualdad de 

oportunidades cualquier práctica que discrimine a los aspirantes a un empleo público 

en razón de su raza, sexo, convicciones religiosas o políticas. Asimismo, es contrario 

al mencionado principio toda conducta que – sin justificación alguna – rompa el 

equilibrio entre los participantes de un concurso. De igual manera, resultan 

inconstitucionales por desconocer el principio de igualdad de oportunidades, 

aquellos concursos públicos que carezcan de medidas efectivas para garantizar 

condiciones más favorables a personas pertenecientes a ciertas poblaciones cuyas 

posibilidades de acceso al empleo público haya sido tradicionalmente negado. De 

otra parte, a partir del mandato contenido en el artículo 125 de la Carta y en virtud 

del derecho al debido proceso, la jurisprudencia ha derivado un conjunto de reglas 

orientadoras del sistema de ingreso, ascenso y retiro del servicio público. Así, este 

Tribunal ha señalado que: (i) el empleo público es, por regla general, de carrera; (ii) 

los funcionarios, cuyo sistema de nombramiento no haya sido determinado por la 

Constitución o la ley, serán escogidos por concurso público; (iii) el ingreso a la 

carrera administrativa y los ascensos serán por méritos; y (iv) el retiro se dará 

únicamente por calificación no satisfactoria en el desempeño del empleo, por 

violación del régimen disciplinario “y por las demás causales previstas en la 

Constitución o la ley”. La Sala Plena de este Tribunal, en sentencia C-040 de 1995, 

explicó detalladamente las etapas que, por regla general, conforman los concursos 

públicos para proveer los empleos de carrera. En dicha oportunidad esta 

Corporación explicó que la escogencia del servidor público de carrera debe estar 

precedida de las fases de (i) convocatoria, (ii) reclutamiento, (iii) aplicación de 

pruebas e instrumentos de selección y (iv) elaboración de lista de elegibles, 

enfatizando en que aquellas deben adelantarse con apego al principio de buena fe 

y los derechos a la igualdad y debido proceso. Sentencia Tutela Radicado 2021-

0110-00 

4.-.  CASO FORTUITO - FUERZA MAYOR 

 

La fuerza mayor o el caso fortuito son circunstancias que la Ley considera eximentes 
de responsabilidad en la media en que acredita la ausencia de culpa de quien 
demuestra haber sido afectado por un hecho o circunstancia externa a la voluntad 
de la persona,  imprevisto e irresistible, elementos que se configuran en mi caso en 
particular en razón que si bien era previsible mi parto en fecha aproximada a la 
presentación de las pruebas de conocimiento y comportamentales, también es 
cierto que era  irresistible ya que estaba de  por medio la vida de mi hija MARÍA 
CELESTE, y he aquí que se ha de hacer una ponderación o test de derechos. 

Con el parto o nacimiento de mi hija para el 28 de febrero de 2021, concomitante 
con la presentación de  las citadas pruebas  se me afectó  e imposibilitó que 
terminara de presentar la prueba  de conocimientos funcionales  y no presentación 
de la prueba comportamental, lo que se traduce que se dan los elementos  de 
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configuración  de caso fortuito  que en criterio legal y reiterada jurisprudencia de 
las altas Cortes, es eximente de responsabilidad en consideración que está 
plenamente demostrado que me resultó imposible superar el impase generado por 
la situación del parto de mi hija conforme he venido insistiendo hasta la saciedad y 
tomando palabras de la Corte Constitucional que ha sido insistente en que lo difícil 
es distinto a lo imposible; y para el evento el caso fortuito (parto) hizo difícil cumplir 
con mi obligación de culminar y presentar las pruebas ya conocidas. 
 

La fuerza mayor o caso fortuito es una eximente de responsabilidad que consiste 

en cualquier evento externo que por sus características de imprevisibilidad e 

irresistibilidad impide el cumplimiento de una obligación y es así que en nuestro 

sistema de responsabilidad civil colombiano, el fenómeno constitutivo de fuerza 

mayor o caso fortuito tiene la virtualidad de romper no solo el vínculo causal entre 

el perjuicio sufrido y la conducta del demandado; sino también de desvirtuar la culpa 

del agente lo que se traduce que son fenómenos análogos con exactamente el 

mismo carácter exoneratorio de responsabilidad. 

 

Conforme  a todo lo expuesto respetuosamente me permito presentar a  

consideración de la Honorable Corporación Constitucional,  las siguientes 

 
5.-. PRETENSIONES 

 
PRIMERA: Que se sirva respetuosamente tutelar los derechos fundamentales a 
la CONFIANZA LEGÍTIMA- DEBIDO PROCESO -IGUALDAD- TRABAJO y 
EJERCER CARGOS PÚBLICOS que considero vulnerado por la COMISION 
NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL- CNSC y la FUNDACION UNIVERSITARIA DEL 
AREA ANDINA. 
 

SEGUNDA: Que consecuencia de lo anterior se sirva ORDENAR a la COMISION 
NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL- CNSC y  a la FUNDACION UNIVERSITARIA 
DEL AREA ANDINA, se me permita acceder nuevamente  a la presentación de las 
pruebas de conocimiento y comportamentales para que en este orden i) termine de 
absolver las preguntas de la Prueba sobre Competencias Básicas y Funcionales y 
ii) presentar la Prueba sobre Competencias Comportamentales. 
 
TERCERA: Que consecuencia de lo anterior la COMISION NACIONAL DEL 
SERVICIO CIVIL- CNSC y la FUNDACION UNIVERSITARIA DEL AREA ANDINA,  
se sirva fijar lugar, fecha  y hora para: i) complementar  la terminación de absolver 
las preguntas de la Prueba sobre Competencias Básicas y Funcionales, y, ii) 
presentar la Prueba sobre Competencias Comportamentales. 
 
PETICIÓN SUBSIDIARIA: En el evento que no se acceda a la inmediata  anterior 
pretensión que se sirva fijar lugar, fecha  y hora para: i) Presentación de la Prueba 
sobre Competencias Básicas y Funcionales, y, ii) presentar la Prueba sobre 
Competencias Comportamentales. 
 

 6 .-. VINCULACIÓN DE TERCEROS PARTICIPANTES 
 

Respetuosamente  solicito  que en consideración  que hay otros aspirantes  a la 
oferta empleos Hispania, Antioquia, denominación del empleo Auxiliar 
Administrativa, Código 407 grado 5, código OPEC 28142, que fueron admitidos y 
seis (6) presentamos las pruebas escritas, se solicite a la COMISIÓN NACIONAL 
DEL SERVICIO CIVIL,  suministre nombres y correos electrónicos de los otros cinco 
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aspirantes que presentaron las pruebas escritas para que se vinculen al trámite de 
la presente Acción de Tutela  a fin  que hagan valer sus derechos al ser terceras 
personas que posiblemente con la decisión de fondo se pueden ver afectados en 
sus intereses.  

 
7.-. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

➢ Constitución Política de Colombia, su Preámbulo, artículos 1°, 2°, 11, 13, 
40, 86 y demás concordantes. 
 

➢ ACUERDO No. CNSC-20191000001346 DEL 04-03-2019. 
 

8.-. ELEMENTOS DE JUICIO 
 

Para que obre como tales, me permito aportar los siguientes: 
 
8.1.-.DOCUMENTALES 

 
✓ Fotocopia de cédula de ciudadanía 

✓ Recaudo de pago 

✓ Citación para aplicación de pruebas escritas convocatoria territorial 2019 (2 

folios) 

✓ Derecho de petición informando estado de gestación y fecha probable del 

parto cercana a la aplicación de pruebas escritas convocatoria territorial 2019 

con pantallazo de envío de febrero 19 de 2021 (3 folios) 

✓ Correo de marzo 08 de 2021, donde solicito información relacionada con el 

paso a seguir para nuevamente presentar prueba escrita de la convocatoria 

(1 folio) 

✓ Historia clínica del 28 de febrero de 2021 de la Clínica Universitaria 

Universidad Pontificia Bolivariana (5 folios) 

✓ Certificado de nacido vivo y registro civil de nacimiento de mi hija María 

Celeste Alvaran Restrepo( 1 folio) 

✓ Respuesta radicada 20212110433771 de la CNSC  de marzo 18 de2021 (1 

folio) 

✓ Derecho de petición de abril 23 de 2021 (1 folio) 

✓ Respuesta radicado 20212110619601 de mayo 03 de 2021 (1 folio) 

✓ Respuesta a reclamación presentada vía SIMO radicado RECPET-2801 de 

junio 30 de 2021 (6 folios) 

✓ Reclamación presentada vía SIMO de mayo 02 de 2021 (11 folios) 

✓ Constancia labora de julio 10 de 2021 (1 folio) 

9.-. COMPETENCIA 
 

Estimo muy respetuosamente que es la Honorable Corporación  Constitucional, 
competente por la naturaleza del asunto, por la subjetividad del mismo y por el factor 
territorial por tener jurisdicción en el lugar de ocurrencia de los hechos vulneratorios 
de los derechos fundamentales que motivan la presente acción (Artículo 37 Decreto 
2591/91), en armonía con el Decreto 1983 de 2017. 
 

10 .-. JURAMENTO 

Bajo la gravedad de juramento que me impongo por el presente escrito de tutela, 
manifiesto que no he instaurado otra Acción de Tutela con fundamento en los 
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mismos hechos y derechos y contra las mismas entidades tuteladas, ante ninguna 
autoridad judicial. 
 

11.-. NOTIFICACIONES y DIRECCIONES  
 

ACCIONANTE:    A la  suscrita LEIDY MARIANA RESTREPO ORTIZ,  se me localiza 
en  la Calle 49 # 49-19 Piso 2° Hispania - Antioquia mariana86ortiz@gmail.com 
celular 310 645 20 72. 

 
ACCIONADAS:  A la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL -CNSC-  en la 
Carrera  30 No 25-90 Piso 9 Costado Oriental Bogotá – Colombia, o al correo 
electrónico notificacionesjudiciales@serviciocivil.gov.co, teléfono: 3680038 

 
FUNDACION UNIVERSITARIA DEL ÁREA ANDINA en la Carrera 14A No.70 A-
34, Bogotá, correo electrónico notificacionjudicial@areandina.edu.co, teléfono: 
018000 180 099 / (57+1) 7449191 
 
 
 
 
 
 ES JUSTICIA, 

 
 

LEIDY MARIANA RESTREPO ORTIZ  
C.C.1.039.596.338 
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